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La situación de sumisión al Gobierno de Nicolás Maduro en la que se encuentra la
justicia venezolana preocupa profundamente al Consejo de Derechos Humanos de
las Naciones Unidas (ONU), por las repercusiones que la misma tiene tanto sobre las
víctimas de violaciones a los derechos humanos como sobre la «supervisión» de las
venideras elecciones parlamentarias del 6 de diciembre.
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La falta de independencia de los jueces y fiscales fue unas las razones esgrimidas
por la instancia con sede en Ginebra, Suiza, para extender por dos años más el
mandato de la Misión Internacional Independiente de Determinación de Hechos, que
recientemente emitió un informe en el cual acusó a Nicolás Maduro y a otros
funcionarios de perpetrar presuntamente crímenes de lesa humanidad desde 2014.

En su resolución, aprobada el 1 de octubre, el Consejo de Derechos Humanos
expresó su:

«profunda preocupación porque la inseguridad de la permanencia en los cargos, la
falta de transparencia en el proceso de nombramiento de jueces y fiscales, la
precariedad de las condiciones de trabajo y las injerencias políticas, también en lo
que respecta a los miembros del Tribunal Supremo, que carecen de independencia
de las autoridades y el partido en el poder, socavan la independencia del sistema de
justicia, contribuyen a la impunidad y a la persistencia de violaciones de los
derechos humanos y obstaculizan la celebración de elecciones libres, limpias,
transparentes y creíbles».

La instancia avaló el informe de la Misión, así como los últimos reportes de la Oficina
del Alto Comisionado para los Derechos Humanos. En ambos se recuerda que entre
80 y 85% de los casi 2.200 jueces que hay en el país son provisorios, accidentales o
temporales, es decir, no llegaron a sus cargos a través de concursos públicos de
oposición, tal y como lo manda el artículo 255 de la Constitución, sino que fueron
designados a dedo por la Comisión Judicial del Tribunal Supremo de Justicia. Por tal
motivo, el máximo juzgado los considera de libre nombramiento y remoción, y así,
los destituye sin procedimiento alguno que les garantice su derecho a la defensa.

La ausencia de estabilidad en sus cargos hace que estos funcionarios sean
susceptibles de presiones por parte de sus superiores jerárquicos; de no atender sus
instrucciones pueden perder su puesto de trabajo.

La situación aún es peor en el Ministerio Público, donde más del 97% de los cerca de
1.500 fiscales son provisorios.

Un verdugo más

En las extensas conclusiones de su informe sobre Venezuela, la Misión acusó al
Poder Judicial de haberse convertido en «un instrumento de represión» contra la
oposición y la disidencia, lo que crea «un desequilibrio» y pone a los ciudadanos, en



particular a las víctimas de violaciones a los derechos humanos, en una situación de
desventaja y minusvalía.

La Misión resaltó los casos de ejecuciones extrajudiciales por parte de organismos
de seguridad y defensa del Estado, así como los de tortura de civiles y militares,
detenidos por agentes de los temidos Servicio Bolivariano de Inteligencia Nacional
(Sebin) y de la Dirección General de Contrainteligencia Militar (DGCIM).

El informe concluyó, tras analizar 223 casos y revisar otros 2.891 más, que:

«El Poder Judicial no ha actuado como un control de los demás agentes del Estado,
perpetuando la impunidad por los crímenes cometidos. La mayoría de las violaciones
y crímenes documentados por la Misión no han dado lugar a investigaciones
exhaustivas, enjuiciamientos y condenas de los presuntos responsables. A pesar de
recibir información de que las víctimas habían sido torturadas, los y las fiscales y
jueces no investigaron ni sancionaron esos actos. Hay motivos razonables para creer
que esas omisiones se vieron afectadas por la falta de independencia judicial»

¿Elecciones libres?

En su resolución, el Consejo de Derechos Humanos de la ONU instó tanto al gobierno
de Maduro como a la oposición a que:

«pongan en marcha sin demora o apoyen un proceso que posibilite la celebración de
elecciones presidenciales y parlamentarias libres, limpias y creíbles, con un Consejo
Nacional Electoral independiente y un Tribunal Supremo imparcial, así como la plena
libertad de prensa y la participación política sin trabas de todos los venezolanos y
todos los partidos políticos, sin temor a consecuencias o injerencias, respetando las
normas internacionales».

Sin embargo, el gobierno de Maduro ya ha descartado la posibilidad de retrasar las
parlamentarias a la luz de los cuestionamientos de la comunidad internacional al
proceso electoral actual, el cual presenta un sinfín de irregularidades. Entre estas
resalta que la Sala Constitucional nombró a los rectores electorales y entre los
designados se encuentran dos magistradas del TSJ: las expresidentas de las salas
Electoral y de la sala Constitucional, Indira Alfonzo y Gladys Gutiérrez. Ambas han
sido sancionadas por gobiernos extranjeros por sus actuaciones contra la
democracia y los derechos humanos.



En el instrumento del Consejo de Derechos Humanos, que fue aprobado por
veintidós países, tuvo en contra otros tres y hubo veintidós Estados que se
abstuvieron, se advierte a las autoridades venezolanas que si «no cooperan
seriamente» con el Alta Comisionada y la Misión, el Consejo podría dar un paso más
allá y crear una «comisión de investigación».

¿Y a ti venezolano, cómo te afecta?

La falta de independencia del Poder Judicial ha facilitado a los gobiernos de Hugo
Chávez y de Nicolás Maduro hacerse con el control total del país y sus recursos, sin
ningún tipo de contraloría. Asimismo, les ha permitido perseguir y silenciar a toda
voz crítica que se haya alzado contra sus planes y hacerlo, en la mayoría de los
casos, sin respetar los derechos y garantías previstas en la Constitución de 1999.

La situación venezolana revela que tenía razón el barón de Montesquieu cuando
advertía en el siglo XVIII que «Una injusticia hecha al individuo es una amenaza
hecha a toda la sociedad».
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